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misma, independientemente de su contenido, no modifican "de
manera instantánea la situación Jurídica existente,· pues de ellas,
dificilmente podrá prediC&rse 1& j~stU1cación de 1& extraordina-
ria y urgente necesidad. .

t" J esta forma, la ineludible exigencia coDStitucional de la
existencia de un presupuesto habilltante par.:. dictar un De­
creto-ley, se vincula a éste come justificaci6n de su,oonstituc~o-­
naUdad, y puede ser contrastade. tanto en via parlamenta.na,
oomo ante este T. C" permlUendo E:::::L eate último supuesto un

...... pronunciamiento previo ., diferenciado, del que 19ualmentepue­
dJ. -formularse sobre el oontenido espec.1!ico de la norma.

4. De 10 expuesto se deduce que ea necesario abordar 'en
primer Jugar si el Gobierno. ala hora de dictar el Real De­
creto-ley 10/1981, de 19 de Junio, se encontraba amparado o no
por un presupuesto h-.bUita.nte. es deoir, &1 dicho Decreto-ley se
dictó en un caso de extraordinaria y urgente necesidad.

Para ello. ea necesario 'acudir .. la valoración, en su conjunto.
de todos aquellos factores que hayan aconsejado al Gobierno
dictar el Rea,I·Decreto-ley'de _-eferenela., los cuales ha.n quedado
reflejados en la expos!ción de motivos de la norma, a 10 largo
del debate parlamentario de convalldaci6n, ., en el propio expe­
diente. de elaboración de la mama.. Con r&sp&cto a lQ cual y
pese a las carencias y defectos- notorios ap:eciados en el ex¡:re­
di~nte administretivo y hecha una valoración de su conjunto. no
paede afirmarse que en este OELso concreto -no concurra el pre.­
supuesto habiUtante que determina el articulo 86. número 1, de
la C.E.

s. Por lo que respecta- al contenido dispositivo del Real
Decreto·ley lmpugnado" no es competencia. del T. C. el pronun­
ciMse sobre 1& mayor o menor oportunidad técnica de las medi­
das que en el mismo se establecen en orden a 1& inspección
y recaudaci6n ejecutiva de la Tesarena General de 1& seguri­
dad Social, pues el·lo se enmarca en 1& actividad propia del
debate parlament&rio, y la defensa en el mismo de los distin­
tos criterios pol1Ucos que .al respecto ee formulen, por lo que­
no prooede reaJizar pronunciami06nto alguno al respecto,

8. Por último es neoesario abordar la cuestión planteada. por
los recurrentes sobre la inconstitucionalidad de la disposiC1ón
adicional. sagún la. cua.l •. degradan a. rengo reglamen tarto las

.disposiclones oonten1d&s en Jos arUauloa 2.0, 3.°. {.o. número 1.
párrafos primero y segundo y disposición a.cUelonal primera de
le. Ley 4011llSO. de S de julio, referentes todas eBas a la crea~
~ón, y funciones del Cuerpo de Controladores de 1& segUridad
Social y a la integraci6n' en el mismo de los funcionarios de­
la. Escala de lnterventorea de Empresas del Cuerpo Técnico del
antiguo Instituto Nacional de Previsión.

Al abordar este punto debe pa.rt1rse del supuesto de que lu
medidas requeridas para. ha.cer frente & una.. eitua.eión doe ex­

, traordinaria y urgente necesidad h&n de ~r concretas y de
eficacia inmediata y, por tanto. dado su ce.rácter, no pueden
alterar la estructura del ordenami&ntó. No es imposible que
en algún caso esta necesidad urgente v extraordinaria haya de
se- I1lsUElta mediante una modIficaCión de estructura. pero
aiendo esto exoepcional, habrá de demostrarse en 'cada caso
que ello, es lndispensabl•.

Por otra parte. lile razones de extraonUnari& y urgente ne·
cesidad. que excepcione.lmente pueden. habilltar aJ. Gobierno. co-­
mo ha quedado establecido. para abordar el t:-atamiento innova.­
Uvo de determinadas materiae regul&d&s por ley fonne.l, no
amparan bajo ningún. punto de vhta la kl.clusión de UD .JI1l­
ce-pto exclusivamente deslegallzador, que remite al tuturo la
regulación de la mate~ deslegalizada, máJ:1me cuanda no se
fija un plazo perentorio para dictar tal reguleción. ~ue habria
de ser inferio-r al necese.r1o para tramitar b dedegalización 00­
mo proyecto de ley· por 61 procedimiento de urgencia.

pues bien, en el caso. de que se trata, & tenor de cuanto ha
quedado dIcho. 1& deslegal1z&ci6n que te pretendE consagrar en
bloque y en 10 referente a 1& creación, competencias y régimen
Jurfdioo de un Cuerpo de- funciona.r1os. 9Qmo es el de Controla­
dores de la 5egurided SociaJ.. con 1, integración ya efectuada. de
los provenientes de la Escala de Interventores de Empresas, no
queda en absoluto acreditada por la exigencia de tener que
afrontar u'na sUuaoión de extraordinarla y urgente necesidad.
p~,rque. en primer lugar, no afecta a 1& regulación de una
situación jundic& dada, sino que habilita para un cambio en la
organización que DOd:rá lleva.r a cabo el Gobiern... haciendo uso
de la deslegalizad6n: en segundo término, se trata de un pre­
ce....to exclusivamente deslegaliza.ior que DO afronta directamen..
te 1& solución de la situación de extraordinaria ( urgoente nece­
sidad, ni fija plazo perentorio alguno para que e Gobierno dicte
las disposiciones dirigidas a tal 'fin. Y. por último debe señalar­
se que todaví.a. no se ha hecho uso de la deslegalización, pese
al tiempo transcurrido. . '

En &stas condiciones. ~omo concluslón, 11& de afIrmarse que
no concurren razones de extrao-rdin&ria y urgente necesidad
que justifiquen la disposición adicional que, en oonsecuencJa,
ha ,de deolararse inconstitucional.

FALLO

En atenci6n a todo lo e~puesto. el Tribunal Con6titucional
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITU·
CION DE LA NAClON ESPAJ'lOLA.

Ha decidido:

1.° Estimar parcialmente el recurso Ele tnconstitucionaJidad
:Interpuesto contra el Real Decreto-ley 1011981. de 19 de lunio.
!Obre Insp0CCi6n y Recaudación.- de la .seguridad Social 7 en su
virtud. declarar la inconstttuc1onaUdad de BU disp08ición adi­
cional.

~.o Desestimar el recurao en las restantes p'retensiones.

PubUqu66e esta sentencia en el .Boletín Oficial del Estado_.
Madrid & 31 de mayo de 1982.-Firmado: Manuel Ga.rcfa-

PeIayo 7 AJonso.-Jer6nimo Arozamena Sierra.-Angel Latorre
Segura.-Manuel Díez de Velasco ValleJo.-F¡-ancisco Rubio Llo­
rente ..,-Gloria Segué Ce.nt6n,-Francisco Tomás 7 Valiente._
Rafael GOmez·1''errer Morant.-Angel Escudero del Corral.­
Rubricados.

16308 Sala Segunda. Recurso de amparo número 10411982.
Sentencio número 3fJ/1982. de 1 de junio. .

La. Sala Segunda. del Tribunal Constituc·ional, compuesta por
don Jerónimo Arozamena Sierra. Presidente. y don Francisco·
Rubio Uorente, don Luis Diez-Picazo y. Ponca de León•. t10n
Francisco Tomás y Valiente, don PlAcido Fernández Viagas y
don Antonio Truyo! SeITa. Magistrados.' ha pronunciado

EN NOMBRE DEL :\EY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo promovido por .Información t
. Prensa, S. A.» ,7 don Pedro J. Ramirez Codina. representados

por el Procurador don Argimiro VázQ.uez ·Guillén y Mjo la
dirección del Letrado don Eduardo Garoia de Enterria y Marti·
nez Carande. contra resoluciones del- Presidente del Consejo
Supremo de Just1~a ~il1tar, referentes a le. suspensión de acre­
ditaciones de .Diario 16-, 7 en el que ha comparecido el Minis­
terio Fiscal, siendo Ponente el Magistrado don Antonio Truyol
Serra, 'quien expresa el· parecer de le. Sala.'

ANTECEDENTES

_1.0 Con fecha 18 de marzo de 1982. el Procurador de los
Tribunales don ArgimlroV~uez GuLllén, en nombre de 1&
Entidad .Información y Prensa. S. A._, editora del periódico
•Diario 16- y de don Pedro J .. Ramirez Codina. _su Director,
interpuso recurso de amparo contra laa siguientes resoluciones
adoptadas por el Presidente del Consejo Supremo de Justicia
Milltar. constituido en 1& Sala de Justicia para conocer de la
causa número ·2/1981: La resolución de suspensión de las acI1l­
ditaciones de la representación de .Diario 16-. con la expulsión
de la Sala de dicha representación hasta que se proveyera sobre

"'el incidente originado por el articulo publicado en dicho perió­
dico. titulado .Asi asaltamos el Parlamento_o de. fecha 23 de
febrero de 1982: Y la resoluci6n de devolución a .•Diario 16­
de las d95 acreditaciones suspendidas, ·con la relltricción de
su no. utilización n1 por el Director de dicho diario ni 'por el
autor del referido artículo, de fecha 11 de marzo siguiente.

2.0 La pretensión de los recurre:ntes se funda en las siguien­
tes consideraciones:

al Con motivo de la celebración de la vista en 1& cau­
sa 211981. tramitacta por la Jurisdicción m1litar, se habian otor­
gado a .Diario 16-. como a otros medlos de comunicación
social, y dentro de las limitaciones de espacio en la Sala habili·

- tada al· efecto, d~ acreditaciones.
b) En 1& edición matutina del día 23 de febrero" .Diario 16. ~

publicó, con la firma de su autor. el Periodista don Adolfo Sal•
vador, un a,rticulo titulado cAsi asaltamos el Parlamento••
en el que se recogía el testimonio de' uno d~ los Policfas
Militares qUe penetraron, un afto antes, en el Congreso de- 108
Diputados; articulo que motivó la negativa de los prpcesados
a: entrar en la Sala, impidiendo así el comienzo de la sesi6n del
Tribunal. Al reanudarse la vista, a las trece horas, el Presi­
dlimte del Consejo Supremo de Justicia Militar, al amparo de

. las facultades otorgadas por el articulo 770.4 del Código de
Justicia Militar (en adelante. C.J.MJ. dispuso la suspensión de
las acreditaciones a .Diario 18- hasta que se proveyera sobre
el incidente motivado por 8l articulo .Asi asaltamos el Par­
lamento., y su eJecución por los servicios de orden. que hicIeron
salir del recinto a la representación del periódico. Dicha resolu­
ci6n se n.otificó en fOI1D6 oral.

ó) Mientras el Ministerio de Defensa estimó no haber motivo
en el m·enc1onado articulo para la exigencia de responsabilidades
por in1urias contra la. institución militar, el Juzgado Militar
Especial Togado número 1 incoó la C8.usa 54/1982, por supuesta
comisión de un delito tipificado en el articulo 319 del Código
de Justicia Militar. Al mismo tiempo, el Juzgado d~ Instrucción
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número .. de Madrid &dmiti6 a trémlte una querella criminal
del Capitán .é:aor Alvarez Arenns por injurias y calumnias
(lontra- el Director del periódico y el autor del artículo.

d) Entre tanto, y habiéndose producido gestiones encamina­
das a la devolución de las credenciales,el dia 12 de ma.TZO
(en realidad fue el 1U el Presidente del Consejo Supremo de
Justicia Militar, oído éste•., resolvió devolver las credenciales
a .Diario le- con la restricción consistente en le. interdicción
de su uso por el Director del peTiódico y el autor del articulo
en cuestión. Esta resolución. que no 88 notificó a los interesados.
fue publicada en nota de la Oficina de Inlonnaci6n, Difusión
y Relaciones Públicas -de la Defensa., y dada & conocer en
fonn& resumida por la prensa.

- el Loa returrentés pretenden que -lu resoluciones Impug­
'nadas violaron los derechos de libertad de expresión y de recibir
'1 comunicar libremente información por cualquier medio de
difusión, y el de presunción de inocencia, reconocidos en los
articulos 20.1 al y el) y 24.2 de la Constitución Española (en
adelante e.E.) y susceptibles de amparo constitucional.

n Justifican los rec1,lrrentes el haber acudido directamente
al Tribunal Constitucipnal (en adelante T.CJ, por no otorgar el
Código di Justicia Militar, actualmente vigente, recurso alguno
contra las resoluciones del Presidente del Consejo Supremo de
Justicia Militar en er ejercicio de las facultades de policia
de la Sala que le concede el apartado .f.O del artículo 77(l
(invocado en la primera de sus resoluciones)¡ circunstancia que,
unida a su condición de terceros ajenos a la causa 2/1981
asistentes a la vista pública del proceso, no les permiti6 invocar
con anterioridad· (fuera del cauce de la prensa y de gestiones
oficiosas) los derechos So su juicio infringidos, en cumplimiento
elel articulo 44.1 c) de la. Ley Orgánica del Tribunal Constitu,:,
donal (en adelante L.O.T.eJ.

g) La posible restricción de la' legitimación por el articu,,:
10 46.1 b) de la L.O.T.C, a quienes fueron ...parte en el proceso
Judicial correspondiente- cuando la violación procede de una
acciÓD u omisión de un Organo Judicial, no afecta. según los
recurrentes, a su caso, por cuantQ 10 que hace el articulo 46.1 b)
no es limitar la legitimación, sino precisarla en función de las
ca~ter1sticas propie.s de esta modalidad de violación de los
derechos contemplados. En todo· caso, dicha regulación deja
fuera supuestos como el presente. surgiendo así una laguna que
ha de ser suplida deSde 10 dispuesto en el artículo 162.1. b)
de la C.E. interpretado sistemáticamente en relación con el 53.2
'1 en fundón de una interpretación abierta y flexible de .parte­
en la línea de la sentencia del T.e de 17 de julio de 1981
.(_Boletín Oficial del Estado- de 13 de agosto).

11) Después de señalar que en la presencia de los medios
de comunicación social en las audiencias públicas de la vista
de la causa militar 2/1981, garantizada a través de las acre­
ditaciones, están involucrados claramente los derechos constitu­
c1onales, reconocidos en 'el artIculo 20.1 a) y d) de la e.E.•
entienden los recurrentes que la. primera de las resoluciones, al

. suspender las acreditaciones, viola estos derechos, toda vez que
.ólo la recepci6n directa de la información por estos medios
hace Posible a los mismos su comunicación.

A Juicio de los recurrentes. el ejercicio de la potestad de
policía de Sala (basada expresamente en el artículo 770.4 del
Código de Justicia Militar) s610 referida a los actos y conductas
producidos en 1& Sala y en ocasión de la audiencia pública, se
apllc6 aqui lesionando los, derechos constituciona.les aludidos por
unos hechos ajenos a la vista y al orden de la audiencia
pública, en cuanto producidos fuera de la Sala,· y cuya eventual
represi6n (supuesta su ilicitud penalJ corres.ponderla dilucidar
en el proceso cOITespondiente y por el Organo Judicial compe­
tente.

No cabe alegar; por otra parte, como cobertura Jurídica
de la resoluci6n lmpugnada; la protección de las garantie.s
proce$8les de los acusados en la causa 211981 o en la autoridad.
e independencia del propio Tribunal, porque la libert~ de expre­
sión y, por tanto, la de infonnación, no encuentran límite alguno
en la sustanclaci6n de un proceso en relación con los hechos
objeto de la manifestación oral o escrita verificada en ejercicio
de dichas libertades, como ha declarado el Tribunal Europeo de
Derechos Humanos en su sentencia de 26 de abril de 1979. en
aplicación del articulo lO de la Convención Europea de Derechos
Humanos, incorporada al ordenamiento espaftol.

Finalmente, la resolución impugnada implica una viola.ci6n
del derecho fundamental a la presunción da inocencia· del ar­
tículo 24.2 de la C.E., ya que la medida impuesta. en su efecto
sancionador, viene a presumir la ilicitud de la. publicación del
articulo ..Asi asaltamos el Parlamento., como se desprende de
la remisión de la duración de la medida a la sustanciación del
-incidente provocado- por aquél.

n La segunda resolución impugnada, al. acordar la devolu­
ci6n de las acreditaciones suspendidas con restricciones en cuan­
to a su uso por el Director y el autor del artIculo .Así asaltamos

/" el Parlamento-, supone la insistencia y la pe.rmanencia de la
violación de los derechos constitucionales invocados y. por te.nto,
la persistencia de la lesl6n· constitucional del contenido de éstos.

j) En con'CIusión, los recurrentes recaban del T C. 10 la
declaración de que las resoluciones impugnadas han: ';iolad~ ei
contenido constitucional declarado de los derechos fundamenta­
le;9 a las Ubez:tades de expresión (articulo 20.1 a) y de recep­
clón y c~mumcaci6n de información veraz por cualquier medio
de difUSIón (articulo 20.1 el) Y a la presunción de inocencia
(artlculo 24.21.
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2.- El restabledmiento de la plenitud, sin restricci6n al­
guna y en las mismas condiciones establecidas" con carácter
general para 108 medios. de comunicación acreditados en la
vista oral de la causa militar 2/1981; de la utilización por
-Diario 18. de las credenciales que en su dia le fueron otor­
gadas para 1& asistencia a dicha vista.

3.0 La Sala, por providencia de 1 :de abril de 1982, acord6
admitir .. trámite el recurso y dirigir comunicación al Consejo
Supremo de Justicia MilItar recabando testimonio de las actua­
dones referentes a las decisiones pOr_ las -que 88 dispuso -la
suspensión de las &creditaciones de la representación de .Dla­
rio 16- y la devolución a éste de las aereditaciones suspendidas.

4.0 Recibido el ConseJo Supremo de Justicia Militar testimo­
nio de las actuaciones que se le interesaron, la Sección acordó,
por providencia d& 28 de abril, dar vista de las mismas por plazo
común de diez diaa a los recurrentes, y en su nombre a su
Procurador don Argimiro Vázquez Guillén, así ·como al Minis­
terio Fiscal. a fin de que en dicho plazo presentasen las alega­
clones que estimaran convenientes.

S.o al En escrito de 13 de mayo. la representaci6n de los
recurrentes hizo. constar que éstos habían desconocido hasta
entonces ela existencia y el contenido_ de las resoluciones de
fechas 23 de febrero v 11 de marzo de 1962, ya que nunca
les fueron comunicadas, y que consecuentemente sus anteriores
refercmciM 'a decisiones del Presidente del Consejo Supremo de
Justicia Militar deben entenderse aplicables·· a las corres-pon­
dientes del Consejo reunido en 1& Sala de Justicia, pues tal
carácter han revestido todas las adoptadas.

Afinna al respecto .8. parte que el examen de las ref-eridas
resoluciones· confirma plenamente los motivos por los que acudió
a esta vfa de amparo, y sin perjuicio de las alegaciones que
desarrollará. reproduce íntegramente todos los fundamentos an­
tes esgrimidos.

b). Refiriéndos'e a una consideración hecha en ambas resolu­
ciones acerca de la .preferencia privilegiadas- que para· la Pren­
&& supone el acceso a la Sala con respecto al PÚblico en general,
y de su carácter de concesión gracio~, discrecional y condicio­
nada a un comportamiento ético y correcto. arguyen 108 reeu~
rrentes que, prescindiendo del hecho de que el sistema y orga­
nización de la selección del acceso a la Sala de -la vista es
ajena a la .,cuestiÓn que se ventila, y de que las personas
seleccionada-s no por ello quedan desposeídas de SU6 derechos
fundamentales.. la naturaleza del Juicio y las limitaciones de
espacio hadan necesaria una selección lobre la base de crite.
rios obfetivos y un trato especifico a los medios de comunica­
ción. pcr garantizar éstos mejor el cumplimiento del principio
de la publicidad del Juicio. Este trato no constituye un privi~

legio graciable y discrecional, linO una medida. al servicio de
este principio, por 10 que las acreditaciones no son discrecional­
mente revocables. La vinculación entre el principio de publici·
dad y el acceso de los medios de comunica«.!ón a las sesiones
públicas de los procesos en rela.ción cOn las liBertades de expre­
sión y de infonnación es h.)y d.e todo punto evidente, como ha
puesto especialmente de manifiesto, en el constitucionalismo
comparado. la jurisprudencia norteamericana. El propio Tri­
bunal del que emanan 166 resoluciones impugnadas, al fun­
damentarlas. la reconoce implícitamente.

c) Afirman. asimismo los recurrentes que 1M resoluciones
motivantes del amparo instado reconocen explicit.a.mente el ejer·
dclo de la potestad de poUc1~ de .Sala a hechos y actos Ha
publicación del articulo y sus consecuencias) ajenos por com­
pleto a la vista pública. al orden de la Sala e,incluso, a la
misma causa 211981, por 10 que el Consejo Supremo de Justicia
Militar hubo de justificar su intervención artificiosamente, invo­
cando la -soUdaria indignación de todos. los prpcesados. y la
petición por sus· defensores. de una -adecuada reacción_ del
Tribunal, bajo amenaza de tensión y de incidentes que afec­
taJian al buen orden de 1'a audiencia: argumentación a la que
se oponen, sobre la base de la sentencia lya citada en la
demanda) del Tribunal Europeo de Derechos Humanos; de 2:1 de
octubre de 1978, en ap1icac1~n del arUculo 10 de la. Convención
Europea de Derechos Human!,s.

d) En virtud de 10 alegado. los recurrentes piden a este
Tribunal que dicte sentencia en los términos solicitados en
el suplico del escrito de demanda.

.~. El FiscaJ. General del Estado despach6 el trámite de·
alegaciones en escrito de igual fecha. que el anterior (l3 de
rnay~). .

al Después de ,un breve relato de los hechos que· en el
curso de la vista oral en la. causa. 2/1981 dieron lugar a las
resoluciones del Consejo Supremo de .Justicia Militar. reunido
en Sala de Justicia de 23 de febrero y 11 de marzo de 1982,
relativas a las acreditaciones a -Diario 16-, seftala el Ministerio
Fiscal que no ·consta en autos qué autoridad Judicial m1l1~ o
administrativa -presuntamente Organo del Ministerio de De-­
fensa.-, otorgó las acreditaciones en cuesti6n, y sl éstas fueron
concedidas en favor de los -diversos medios de· comunicación
social o extendidas nominativamente en favor de las personaB,
observando- que los términos del escrito de demanda dan pie
para la duda al respecto.

Tampoco ·consta en autos si a consecuencia de la segunda
resolución, de devolución de acreditaciones. tal devolución se ha
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proJ.ucido y en qué términos, o en su caso, no se he. producido
por una y. otra razón.

Tales extremos son. para el Ministerio FiscaJ., de conoci-
miento imprescindible. .

Consta en cambio que las decisiones del Consejo. reunido en
Sala de Justicia. no fueron impugnadas por medio judicial al­
guno, no habiéndose producido consiguientemente invocación
ante dicho Organo judicial militar de. presunta vulneración de
derechos fundaJ;llent&les.

bl Pasando a los fundamentos de derecho, el MinisterJo
Fiscal destaca que, a pesar de haberse reQ.uertdo del Consejo
Supremo de Justic1aMilitar por tll T.e., testimonio de las
actuaciones referidas a las resoluciones impugnadas, las actua­
ciones del proceso de amparo resultan por ahora incompletae,
por seguir sin conocerse los datos de que se ha hecho mención.
y ello no es ba.Iadl, puesto que lo primero que debe constar
en relación con el presente ca.so, es quién era titular del derecho
y las circunstancias 'Dor 18.3 que tal derecho estaba. siendo
ejercitado por determinadas personas.

, Dado el que se entremezclan aquf actuaciones de Organos
judiciales y. presuntamente, Organos administrativos, encuadra­
dos en un concreto Departamento ministerial, es necesario es­
clarecer la intervención de cada uno de ellos en el conjunto
de aquéllas, a los efectos de fijar, incluso, en qué medida han

. de entrar en juego los artículos .43 ó « de la L.O.T.C.
El Ministerio Fiscal ailade, en consecuencia, que cumplimenta

el trámlte de alegaciones con 186 reservas derivadas del carác­
ter incompleto de las actuaciones producidas, por lo que habrá
de interesarse del Consejo Supremo de Justicia Militar cuantos
antecedentes obren en relación ((on el otorgamiento de las acre­
dita-C'iones y posteriores incidencias (articulas 88 y 139.1 de la
Ley Orgánica, del Tribunai Constitucional). .

c) En tanto dicha comunicación no' conste en autos, el Mi­
nisterio Fiscal pasa a examinar ,cuestiones de caré.cter formal
que a su entender pudieran en principio llevar a la desestima-
ción de la demanda. '

En .relación ~on la ,exigef;l-cia. del articulo 44.1 al de la Ley
Orgámca del Tribunal ConstItucIonal del agotamiento previo de
los recursos utilizables dentro de la via judicial, contrariamente
a la opinión de los recurrentes, a la vista del articulo 770
considerado en Su ¡integridad y en su relación con el 173' del
Código de Justicia Militar, entiende el Ministerio Fiscal que .las
facultades otorgadas al Presidente del Consejo Supremo de Jus­
tica Militar por los apartados 4 y 5 del artículo 770 son, unas
y otras, de caricter correctivo, aún cuando sólo las del a.par­
tado 5 se califiquen de tales y la forma de reprimir las con­
ductas contempladas sea diferente; y el artículo 177 prevé con-

"tra las correcciones impuestas por el Consejo Supremo de Jus­
ticia Militat· y el Presidente del Consejo reunido en Sala de
Justicia un recurso de súplica ante las Salas respectivas. por
lo que disponían los demandantes de un recurso del que no
hIcieron uso; y en cuanto al plazo, en relación con el conoci­
miento que tuvieran por los medios que relacionan en la deman­
da, j@s quedaba instar la notificación personal del acuerdo. En
todo caso, han incumplido el requisito. del artículo 44.1 a) de
la L.O.T.C.

dJ Secuela del precedente defecto es, según el Ministerio
Fiscal. el incumplimiento del requisito del articulo 44.1 cl, de
haber invocado formalmente·en el procooo el derecho constitu­
cional vulnerado, al no haberse producido la corr€spondiente
actuación judicial. -

e) A juicio del Ministerio Fiscal, el 'Otorgamiento de creden­
ciales no fue presuntamen+.c producida 'por el Consejo Supremo
de Justicia Militar sino por Qrganos del Departamento minis­
terial correspondiente; por lo -Que en un segundo momento
no es ya el Consejo Supremo de Justicia .Militar reunido en
Sala de Justicia el que está. impidiendo o permitiendO" con
restricciones la asistencia de representantes del .Diario 16- a
las sesiones de la vista de la causa 2/1981, sino Organos de la
Administración. De ser ello así, podríamos estar ante un su­
puesto de aplicación del procedimiento que señala el artfcu­
lo 43 de la L.O.T.C., habiéndose incumplido .oprima racie- los_
requisitos del mismo, salvo el relativo al plazo.

f) Por todo ello, el Ministerio Fiscal interesa ~el T.C., que
tenga por. formuladas sus alegaciones tan sólo en la medida que
permite la documentación hasta el momento obrante; que re­
cabe tanto del Consejo Supremo como del Organo que corres­
ponda del Ministerio -de Defensa cuantas actuaciones obren en

'orden al otorgamiento de acreditaciones en favor de .Diario 16_
asi como de don Ped.ro J. Ramírez Codina, retención y posterior
devOlución, para concurrir a -'a vista de la causa 211981; que
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 89.1 de la L.O.T.C. se
tenga por solicitado el recibimiento a prueba del proceso,' con­
sistente en la unión a los autoS de los documentos y actu~lones
antes mencionados j y que se habilite nuevo plazo para su
eXamen y posterior ampliación de las alegaciones.

7. Por resolución de 19 de "mayo de 1982. la Sala acordó
de::egar el recibimiento a prueba solicitado por el Ministerio
Fiscal; tener por formuladas 18:8 alegaciones por dicho Minis­
terio Fiscal y _pQr la representación 4e los recurrentes; seilala.r
para la deliberación y votación el dia 26 de mayo sigu.iente.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

1.a La 8X])osición de los antecedentes pone sin más de mani­
fiesto la complejidad. del presente recurso, que es tal tanto por

1& de los hechos mismos- en 8~ como pOr 1& propia manera de
plantear el amparo los demandante'i. Son, en efecto, dos los
recurrentes y se presentan, juntos, impugnando ambos, a 'la vez
dos actos cuyos efect08 no son idénticos O no tienen el mismo
alcance para uno y otro. Comparece de un lado la Entidad
.Información y Prensa,S. A.•, editora del periódico .DiariQ .1e..
y de otro, el Director de éste. Y en cuanto & las resolucionee
del Consejo Suprem de Justicia MUitar.lmpugnadu·en común,.
mientras el auto de 23 de febrero de 1962 acordaba la suspensión
de 1& utilización de las credenciales de acceso a la Sala de
Audiencias en la vista de la causa 2:/1981 por 108 informadores
representantes del .oDiarlo 18-, la providencia de 11 de marzo
siguiente resuelve la. devolución de las acredite.c1onee a la Qfi..
cina de Información, Difusión 1 Relaciones Públicas del Mini.&­
tario de Defensa para que las adjudique de nuevo como estime
conveniente con 1& notificación administrativa oportuna, pero
con la restricción de q,ue su utili28Ción sea por persona d.1atinta
del autor del articulo cAsi asaltamos el Parlamento.. cuya
p,ublicación motivara la anterior sW:lpensión, y de 1& Dirección
que decidió esta publicación; sietido de observar que sólo acude
en solicitud de amparo el selUndo de 106 dos \lltimoa, Director
del p:eriódico.

2.D El Ministerio FiscaJ suscita.una cuést16n formal previA,
de cuya solución pende una posible incidencia negativa respecto
a la admisibilidad de la demanda; cuestión, ésta" que también
habia abordado la representaci6n de l~ recurrentes, a1 bien en
sentido opuesto, Se tra.ta de 1& existencia o no existencia. de loe
recursos previos. utlliZa.bles dentro de la v1a iudici&l, a loe
que se refiere el articulo ""',1 al de la L.O,'f,C. Como •
ha se:fialado en los antecedentes, los recurrentes afirm.a.n que en
el marco del C.J.M, (e.rtícul", 1TI, apartado 3.cq sólo cabe ~
curso contra las correcciones impuestas por ·el Consejo Supremo
de Justicia Militar ~ Presidente del Consejo reunido en Sala de
Justicia, que son las previstas en el articulo 770.5. pero no
contra las medidas contempladas en el artículo 170.(, que fueron
las que se aplicaron.

El Ministerio Fiscal, en cambio, alega, según' quedó asi­
mismo indicado, que el conjunto de facultades otorgadas por el
articulo TIO del C.J .M. (y por consiguiente también lae de su
apartado t.a) son' propias de la .pollciade estrados- con un
contenido similar al de los artículos 883 y 884: de 1& Ley de'
Enjuiciamiento Criminal; y partiendo de la conexión existente
entre la facultad del apartado 5.- del articulo 710 (-corregir
disciplinariamente-) y 1& del articulo 1'73, 1& extiende al apa!"­
tado 4.a , que a su Juicio no hace sino facultar para corregir de
otra manera otras conductaB.

Al considerar 1& cuestión 88i plan.teadá, este Tribunal no
puede menos de tenerla por irrelevante para el presente recurso.
El ConseJo Supremo, que para Justificar BU primera decl81ÓD
siega. exclusivamente el a.partado 4,a del articulo 770, declara,
en la segunda, que aquélla era -mapela.ble-. Nuestro Tnbunal
ha entendido y entiende que los .recursos utilizables dentro de
la. vía judicial. a que se refiere el artículo +4.1 al son loa
-recursos útiles para conseguir 1& revisión de la medida adop­
tada, como condición previa para la admisión del recurso, De
áhí la práctica de este Tribunal de no cerrar la via de amparo
mediante un enfoque excesivamente formalista.. Teniendo en
cuenta las gestiones llevadas a cabo para obtener la reconsidera-­
ción de la. decisión inicial, que por lo demás (al igual que 1&
segundaJ no fue comunicada. a los. hoy recurrentes, este Tribunal.

. no puede considerar -6uficiente la alegación del Ministerio FiBc&l
para una no admisión del recurso.

En cuanto a· los requisitos del articulo '",1 el de la Ley
Otgánica del Tribunal ConstitucionaJ. ea obvio que no tuvieron
los recurrentes ocasión de cumplirlos en un proceso, pero no d..
¡aran de invocar los derechos constitucionales a su juicio vul..
nerados por los medios .. su alcance,

3.a En -cuanto·al hecho de que el otorgamiento de creden­
ciales fuera. producido por el Consejo Supremo de Justicia. Mi­
litar o por Organos del Departamento de Defensá., no altera el
que la decisión de retirar las del eDiario 16- y de BU Director
y la de que se devolvieran al periódico con la restricción de au
no uso por el Director, tengan su cauSa en el auto y la provi·
denda en cuestión del Consejo, decisiones que condicionan la
eventual intervención de los Organos del Departamento de De­
fensa. Los términos de 'as decisiones impugnadas son expresivos
al respecto, Si la de 23 4e febrero de 1962 acuerda .que sea
suspendida la util~zación ae las credenCiales de acceso a esta
Sala de Audiencia de los informadores representantes del -Dia­
rio 1~ (pá.rrafo 8.a, no numerado), la providencia de 11 de
marzo resuelve (párrafo 3.a , no numerado (.ola devolución de lu
acreditacio~es, a la O.I.D.R,E.P. -Oficina de Información. Di­
fusión y Relaciones Públicas del Ministerio de Defens&-. para
que las adjudique de nuevo como estime conveniente y con 1&
notificación administrativa oportuna, Y siempre bajo esa restrio­
ción personal_ <Consist.ente en su no utilización por el Director
del periódico y el autor del artículo .Asi asaltamos el Parla­
mento..): aunque'pa.rece claro que las acreditaciones fueron con­
cedidas por el Ministerio de Defensa, pues ahora son objeto
de -devolución_ a su Oficina de Información, Difusión y Rela,.
ciones Públicas, ésta sólo. podrá a su· vez adjudicarlas siempre
que sea a ..persona distinta del redactor del artículo y de la
D:rOCClón que de::idió su publicacIón- (párrafo 2,°, DO numera­
do). Cualquiera, pues, que fuera la actuación de otro Organo,
en la concesión de las acreditaciones para la asistencia a la·
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vista del· proceso en curso; es obvio que SU configuración y su
ale.anca efectivo llenen, en la fase del juicto que afecta al caso,
su raiz en las respectivas decisiones del Consejo Supremo de.
Justicia Militar.

".GEI análisis_ de 168 dos decisiones impugnadaa en rela­
ción con su posible y respectiva incidencia sobre los derechos
fundamentales invCJC?odos por los recurrentes, exige valorar de­
bidamente la significación de la- presencia de los medios de
comunicación 'social en las vistas de los juicios en función del
principio de publicidad del proceso (articulo 120.11 y de los
derechos de libertad de expresión y de libertad de comunicar o
recibir libremente información veraz (art"iculo 20.1 aJ y el) de la
Constitución Española). Como ya tuvo ocasión de sefia.lar este
Tribunal en su sentencia de 16 de marzo de 1961 Crecurso de
amparo numero 211/1980; ..Boletín OficiaJ. del Estado- de 14 de
abrilJ. l: articulo 20 de la. Constitución _garantiza el ma.nteni~

miento de una. comunicactón públiCá libre- cua.l condición de
realización efectiva del principio de legitimidad democrática
(fundamento jurídico tercero), y la. libertad de expresión (ar~

~ic_ul020.1 al es un derecho fundamental del que tozan por
Igual todos los ciud&dano;s, ~ Jos que protege frente a cualquier
ingerencia de los poderes públicos qUe no esté apoyada en la
~y, e incluso. frente a)a propia Ley en cuanto ésta. intente
fijar otros límItes que los que la propia Constitución (artícu­
los 20.5 y 53.1J admite. Otro tanto se afirmaba del derecho a
comunicar y _recibir información· veraz (articulo 20.1 dJ, si bien
en el supuesto del derecho a comunicar, éste sirve en la práctica
sobre todo de salvaguardia a quienes hacen de la búsqueda
y difusión de la información su profesión específica (fundamento
J~dico .f.o. En esta ;Línea de pensamiento, cabé -añadir que el
pnncipio .de la pubLicidad de los jui<:ios, garantizado por la
ConstitUCIón (articulo 120.1), implica que éstos sean conocidos
más allá del circulo de los presentes en los mismos, pudiendl;>
tenex: una proyección general. Esta proyección no puede hacerse
e~ectlva ?lás que con La a.sistencia de los medios de comunica..­
CIón soci;aJ•. en cuanto tal presencia les pen'nite adquirir la
informaCiÓ:l e~ su misma fuente y transmitirla a cuantos, por
una serie de Imperativos de espado, de tiempO, de distancia,
de quehacer, etc .• están en la imposibilidad de hacerlo. Esta
papel de intermediario natural, desempeñado por los medios de
cotnunicac~ón social en.tre la noticia y cuantos no estAn, asi,
en condiciones da conocerle. directamente, se, acrecienta con
respecto a acontecimientos que por su entidad pueden afectar a

. tod!,s y por ello alcanzan una especial resonancia. en el cuerpo
SOCIal, como ocurre indiscutiblemente con el desarrollo de 1&
Vista de la causa que nos ocupa. _ ~

Con~ecup.ncia de ello es que, dadas las limitaciones de-cabida ­
de~ rec:I~to, hubade establecerse una selección en orden a la.
aSistenCIa. a la vista, concediéndose acreditaciones sobre la base
de criterIOS objetivos. En este sentido, no resulta adecuado
ent~nder qu~ los representantes de los medos de comunicación
6OCIa1, .~ as.IStir a las_ sesiones de un juicio público, gozan de
un. pnvIleglO gracioso y, discrecional, sino que lo que se ha
cahflcado ~mo tal es un derecho preferente, atribuido en virtud
de la. fu~clón que cumplen, 'en aras del deber de información
constItUCIOnalmente g8.!antizado, En conclusión cabe decir, que
el derecho de informacIón no depende de la acreditación y que
ésta no es sino un medio de organizar -el acceso a la Sala'.

Como se señalaba en el punto primero de estos fundamentos
el .-s~tu~_ de cada uno de los recurrentes en relación con la,:;
acrechtacIOnes no es el mi~mo. La Entidad .-Información y
Prensa, S. A._, en cuanto edItora de .-Diario 16-, es titular de
~ derec~o preferente a que éste pueda recibir y comunicar'
informaCIón, en igualdad de condiciones con otros medios de
comunicación ~el mismo gé~ero y a través de la persona o
personas que hbremente deSIgne. Las restricciones que se le
impongan no pueden ser distin~'a las que se establezcan con
oarácter general sin que ello entrañe una limitación del derecho
garantizado por el articulo 20 de la C.E. a la Empresa: ed,itora
A su vez, el Señor 'Ramfrez Codina, en cuanto periodista lí~
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d La Sa1&. S&gunda del Tribunal Constitucional, corr..puesta por
on JerónImo Arozamena Sierra, Presiden~, y don Francisco
~Ubio Lloren!-8, don FranCISCO Tomás y Valiente, don PlácIdo
Lo.ernll.Od-ez Vlagas y don Antonio Truyol Serra Magistrados
ue pronunciado ..... , . ,

EN NOMBRE DEL REY
(a siguiente

SENTENCIA

en el recu:so de amparo promovido po.r don Manuel Mendoza
Martin,.qulen ostenta su propia !1'presentaclón y defensa, eontra
~nt€ncla de ~e. Sala de lo Contencioso-Admini~trativo de la
n.udiencia NaCIonal, de 30 de m9rzo de 1981, relativa a reclama­
ción de haberes. y en el :¡ue han comparl:cido el Ministerio
~iscal y ~l Abogado del ES,tacto. siendo POIJente el Magistrado
S~~PlácIdo Fernández Viagas' quien expresa el parecer de la

bremente 'designado por el periódico al que presta sus servicios
como Director es titular de un derecho preferente de acceso a
la Sela. Ambos derechos están conectAdos entre si, de tal ma.­
nera que cualquier medida que incida en uno afecta también al
otro. si bien permaneciendo distintos.

5.° La decisión tomada. por el Consejo Supremo de Justicia
Militar el 23, de febrero de' 1982 fue justificada en el marco de
las medida'J de policía de estrados q,ue contempla el articulo
770.4 del C.J.M., consistente en ..disponer la expulsión o la de­
tención de los que falten de algún modo al respeto debido al
Tribunal o cometan en aquel sitio actos castigados por la Ley,
poniéndoles en este caso a disposición de la autoridad Judicial•.

. Ahora bien, si es cierto que 1& adopción de tales medidas,
de carécter pereD:torto y prevista.s por 4i Ley para asegurar el
buen orden del desarrollo del Juicio; son inherentes 8 la función
de, la Presidencia del respectivo Tribunal. no lo es menos que
su mismo car~.cter perentorio hace que. fuera del supuesto de
los actos Ca.stIgadoa por la LeY'. que determina que se ponga
a los autores a disposición_de la autoridad judicial (en términos
del mencionado artículo 170.. del C.J.MJ, no puedan extender
sus efectos como ha sucedido en el 0880 presente, más all'
de la circunstancia concreta y de urgencia que las motivó; por
10 cual la resolución en cuestión ha vulnerado loa derechos
fundamentales de los recurrentes. ._

6.° . La resolución de U de marzo de 1982 puso fin a'1&
ausencia. de .-Diarlo 16_ de la te.reade información sobre el
juicio encomendado a la Prensa, sI bien se limita su facultad
de organizarla, al tener que prescindir a estos efectos del Di·
rector del periódICO; por lo cual subsiste para. el Director del
periódico la situación creada por el auto de 23 de febrero
de .no poder ~ci1?ir libremente información sobre el luicio eJi.
calidad de p~rlO(llsta acreditado, y para el propio periódico la
facultad de lIbre designación del periodista. En otros términos,
el auto de 23 de febrero de 1982 fue sustituido por 1& resolución
de 11 de marzo siguiente. Pero el efecto reparador- de esta.
ségunda resolución con respecto a los recurrentes fue incomple­
to, pués ésta se limitó a atenuar las- consecuencias de, la pri­
mera decisl.ór;'- para la Empresa periodística, al permitirle nUeva~

mente particIpar, con los demás medios de comunicación social
acreditados, en la función de información al público acerca del
desarrollo del Juicio de referencia, pero cercenando su libertad
de elección con respecto al periodista encargado de asumirla;
no alterándose. por consiguiente, para don Pedro J Ramirez
Codina la situaciÓn anterior. - '

1.° Es cierto que con la finalización de las audiencias pd~

~c~ del juicio, 211981, ante el Consejo Supremo de Justicia
Mihtar, los efectos prácticos de la conCesión del amparo no
pueden implicar ya el restablecimiento del periodista recurrente
en la integridad de su derecho o libertad que es uno de los
fines perseguidos por el recurso ,de amparó (articulo 55.1 cl de
la L.O.T.CJ¡ pero no pierde aquél su sentido en la que atañe
al reconocimiento de 103 derechos de los recurrentes de confor­
midad con su contenido constitucionalmente declar~o (articu~
lo 55.1. b)).·

PALLa
En atención a todo 10 expuesto, el Tribunal Constitucfonal,

POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPA¡;¡OLA. '

Ha decidido:

-Oto~gar el amparo solicitado y, en 'consecue~cia, declarar
la nulldad de l~ resolucjón impugnada de 11 dé marzo de 1982',
en cuanto restrlOge el derecho de los recurrentes a recibir y
comunicar libremente información.

Publíquese esta sentencia en el -Boletín Oficial del Estado-.
M8;drid. 1 de junio de 1982.-JerÓnimo Arozamena Sierra.­

Franc~sco Rubio LIorente.-:"Luis Díez.Picazo y Ponce de León.­
Fra~clsco Tomás y Valiente.-Plácido Fernlmdez Viagas.-An~
torno Truy~l Serra.-Firmados y rubricados.

ANTEC.EDENTES

1. Con fecha 1 de octubre de 1981, don Manuel Mendoza
Martf? licenciado en Derechó según acreditó con test:monio
notar:al •. preSEntó escrito ante eete Tribunal en el que alegaba
los sIguienws hechos: Que por Real Orden de 12 de febrero
de 1923,. había sido nombrado, por oposIción, funcionario del hoy,
extingUIdo Cuerpo General de la Administre.ción d..: la Ha.ci-enda
Pública; el 3') de noviembre de. 1939, 'habla alcanzado en dicho
CU&rpo la ca.tegoria de Oficial de prlmeraclase. m~mento en
que fue separad<::· del servicio activo por aplicación de la _Ley

__ de Responsabilidades Politicas- y dado de baja en el escalafón
del Cuerpo; revisado. por Orden de 9 de febrero de 1951 su
.-expediente de depuración -Político Social-_ s-..: aco"rdó 'read­
mitir al depurado al servicio a.ct1vo del Estado 'pero ron la8
sanciones de .-inhabilitación para el desemt'eño de· puestos c:.e

.m~ndo y confianza- y _postergación _por ~inco años en el esca­
lafón_ al cual era reintegrado ccmo Jefe de Negociado de pri­
mera clase. Reanudó la prestación de sus S€rv;cios e1 3 de
marzo de 1951 y, con fecha. 30 de septiembre de 1965 quedó
inte¡rado, en cumplimiento de 1& Ley 10911963, en el Cuerpo


